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de la intervención posterior del Juez de Vi¡ilancia Penitenciaria
que puede decidir la práctica de las pruebes que le hubieran sido
denepdas en el anterior expediente discip1inario, sino que también
dentro de dicho expediente se exige la motivación de la denegación,
por no pertinencia o relevancia, de las pruebas propuestas
(art.I30.2 del ReRlamento Penitenciario). Reconocido el derecho
constitucional a fa utilización de los medios de prueba para su
defensa, como ya implícitamente admitiera la Sentencia 74/198S,
de 18 de junio, el problema que tendrlamos que examinar es que
si, en el proceso de amparo se han ofrecido razones suficientes para
«<iestruino la decisión administrativa adoptada de no conoesión de
pruebas. De los razonamientos del recurrente, que además basaba
su defensa en una versión muy distinta de los hechos, y de la falta
de motivación de la negativa a la práctica de pruebes propuestas
por el recurrente, se permite deducir que no se ha respetado, en los
expedientes disciplinarios origen de los presentes recurso.. el
derecho constitucional del recurrente a utilizar los medios pertinen­
tes para su defensa, teniendo en cuenta además la especial gnlvedad
de las imputaciones que se le hacían, y de las sanciones que podían
serie impuestas, y efectivamente se le pusieron.

Al no haber podido contar, para preparar su defensa, con la
sistencia de Letrado, y al habérsele denegado de forma no razonada
pruebes de descargo se ha producido una infracción de derechos
reconocidos en el arL 24 de la Constitución, tutelables en amparo
y, por ello, procede conceder el amparo por violación de estos
derechos Jjj,:riconsecuencia anular los correspondientes expedien-
tes discipI" .os.

7. La anulación de los expedientes discip1inarios y de las
sanciones impuestas, por haberse constatado la violación de
derechos constitucionales en la tramitación e imposición de las
mismas, trae como consecuencia la anulación de los autos del Juez
de Vigilancia de Bilbao que las confirmaron, sin necesidad de
entrar en el análisis de los mismos.

En los presentes recursos la anulación de las sanciones, por
haberse cumplido ya éstas, supone sólo la pérdida de los posibles
efectos adicionales derivados de las mismas, aunque, como es
obvio, al reproducirse un expediente discip1inario por los hechos
que motivaron estas sanciones que se an~ las mismas habrían
de ser computadas, en caso de ~sterior sanción, sin que en ningún
caso pueda agIavarse la situación del recurrente.

No procede entrar en la cuestión, pues no se planteó en el
recurso, sino sólo luego en el escrito de alegaciones, de si la
ejecutoriedad inmediata de las sanciones, resultante no tanto de la
aplicación del arto 44.3 de la Ley Orgámca General Penitenciaria,
SIDO de la interpretación ampliatoria del mismo que establece el
Reglamento Penitenciario (art.124.1), habria vulnerado también el
derecho a la tutela judiccial previa de esas sanciones, 10 que incluye
también para las sanciones que le fueron impuestas su no ejecuto-

3662 Sala Primera. Recurso de Amparo número I0291198S.
Senlencia número 3/1987 de enero.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio. Llorente, don Luis Diez-Picazo y Ponce de León, don
AntonIO Truyol Serra, don Eugenio Díaz Eimil y don Miguel
Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENOA

En el recurso de amparo seguido con el número 1029/l98S,
promovido por el Procurador don Emilio Garcia Femández, en
nombre y representación de don Aquilino Rodriguez Lorenzana,
asistido del Letrado don Luis Martínez González, contra el Auto
dictado en 11 de septiembre de 1985 por la Sala de lo Civil de la
Audiencia Territorial de VaI1adolid en el rollo de apelación núm.
S89/198S, por el que se declara firme la Sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia número 1 de los de León.

Ha sido parte en el recurso el Ministerio Fiscal y designado
Ponente el Magistrado don Eugenio Díaz Eimil, quien expresa el
parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

l. Con fecha de 16 de noviembre de 1985 quedó registrado en
este Tribunal un escrito mediante el cual don Emilio Garcia
Femández, Procurador de los Tribunales, interpuso recurso de
amparo constitucional en nombre de su poderdante don Aquilino
Rodriguez Lorenzana, frente al Auto dietado el 22 de octubre de

riadad sin previo con1rol judicial, cuya ~ncia se ha compro­
bado en estos recursos, y ha supuesto la anulac6n de la$ sanciones.

Tampoco procede pronUDetarIlOS sobre la solicitud del «COrre&­
pondiente resarcimiento económico por 10$ daños y perjuicios
causados» que demanda el recurrente. No es la via del amI""'! la
adecuada para iniciar esa reclamación de eventual indemlUZllción
(Sentencias 37/1982, de 16 de junio y 22/1984, de 17 de febrero)
pero quedan abiertos en su caso los procedimientos administrati­
vos y juridiccionales a través de 10$ cuales se pudiera imputar en
su caso, si se dan los requisitos leaales para ello, las oportunas
responsabilidade.. y deduCU" de ellaslas correspondientes obligacio­
nes de resarcimiento.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD QU~ LE CONFIERE LA CONSTITUClON
DE LA NACION ESPANOlA,

Ha decidido:

Estimar parcialmente los amparos promovidos por don Joseba
Iñaki Aramaio Egurrola y, en consecuencia:

1.0 Reconocer al recurrente su derecho fundamenta! a la tutela
judicial efectiva y, en su virtud, el derecho a que no se le impongan
sanciones de la naturaleza '1 extensión que le fueron impuestas sin
la previa aprobación judicial.

2.0 Reconocer al recurrente su derecho a que no se le impida
la asistencia de Letrado y a la presentación de las proebas
pertinentes de descargo.

3.· Anular los dos Autos del Juez de Viailancia Penitenciaria
de Bilbao de 17 de agosto de 1985, y los áos Autos del mismo
órgano judicial, confinllatorios de los anteriores, de 8 de octubre de
1985.

4.0 Anular los acuerdos sancionadores de Ül Junia de Régimen
y Administración de la Prisión de Basauri de 18 de julio de 1985,
en los expedientes números 31 S Y 3l6/198S.

S.· Retrotraer las actuaciones a la fllse inicial de los expedientes.
6.0 Denegar los amparos en todo lo demás.

Publiquese esta Sentencia en el «IloIetin Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veintiuno de enero de mil novecientoa
ochenta y siete.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio
Uorente.-Luis Díez-Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol
Serra.-Eu.senio Díaz Eimil.-Miguel Rodriguez-Pidero y Bravo­
Ferrer.-FlTDlados y rubricados.

1985 por la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de
Valladolid.

2. Los hechos expuestos en la demanda de amparo son,
resumidamen~ los siguientes:

a) El recurrente fue parte demandada en juicio promovido
ante el Juzgado de Primera Instancia núm. I de los de León (Autos
464/1984) seguidos a instancia de don Bias Rodriguez Bo!'""8o~y de
su esposa, contra el hoy demandante y doña Asunción Roc:lri¡Uez
Femández, en reclamación de daños y. perjuicios, dictándose en
fecha que no se indica, Sentencia parcialmente estimatoria de la
demanda.

b) Interpuesto por el hoy demandante recurso de apelación
frente a dicha resolución, se dice en la demanda que «por un
involuntario error en la coordinación entre el Procurador y el
Letrado», el recurso se presentó sin la firma del segundo. Admitido
por el Juzgado de Primera Instancia el recurso y emplazadas las
partes, se tuvo al recurrente de amparo por personado, en concepto
de apelante, con fecha 9 de julio de 1985.

cl Advertida I"?r el Secretario de la Sala de lo Civil de la
Audiencia Territorial de VaI1adolid la carencia de firma de Letrado
se dictó Auto el II de septiembre de 1985, por el que se declaró
firme la Sentencia apelada. Contra dicho Auto se interpusO por el
apelante recurso de súplica, alegando la indefensión que podria
deparársele de no admitirse el recurso. Por auto de 22 de octubre
se resolvió, desestimándolo, dicho recurso.

3. La fundamentación en Derecho de la demanda de amparo
es, en slntesi.. la siguiente;

a) Afirma el actor haberse producido una «8unténtica indefen­
siÓn» como consecuencia de una «interpretación rigorista y forma­
lista de las normas de procedimiento no esenciales». Por ello,
habria de entenderse lesionado el derecho fundamenta! del recu­
rrente enunciado en el arL 24.1 de la Constitución. Se invoca, en
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este sentido, la doctrina establecida por el Tribunal Constitucional
en los casos, que el demandante considera análogos al propio,
resueltos por las Sentencias de g de mayo de 1984, 14 de marzo de
1983 y 11 de junio de 1984.

b) La interpretación del Tribunal a qua que llevó a la
inadmisión del recurso fue, pues, «absolutamente risorista». Frente
a la misma habría de decirse que la exigencia contenida en el ano
IOde la Ley de Enjuiciamiento Civil pretende evitar la llegada a
Juzgados y Tribunales de escritos no realizados o avalados por la
firnia de profesional leglamente habilitado I'ara ello "I"'ro que en
ni~ún caso lo que pretende es hacer extenSIva esta eXIgencia a un
esento del que consta la intervención tanto de Procurador como de
Letrado en su redacción, al ser el mismo consecuencia lógica de la
tramitación de todo un proceso en el que se han cumplido
debidamente los requisitos procesales».

En el suplico se piede se tenga por interpuesto recurso contra el
Auto de 22 de octubre de 1985, dictándose, en su dia, Sentencia por
la que, concediéndose el amparo, se disponga la retroacción del
procedimiento al momento en que se tuvo por personado como
parte al actor en el recurso de apelación.

En otrosí, con cita del art. 56 de la LOTe, se pide se acuerde
la suspensión de la ejecución de la Sentencia dictada en el
procedimiento principal, Sentencia que condenó al recurrente al
abono de una indemnización de daños y ~rjuicios por importe de
1.000.000 de pesetas, cuya pago inmedIato, de no acordarse la
suspensión solicitada, baria perder su finalidad al recurso inter­
puesto.

4. En providencia de 18 de diciembre de 1985 se acordó
admitir a trámite la demanda e interesar de la Audiencia Territorial
de Valladolid la remisión de las actuaciones con emplazamiento de
quienes hubieran sido parte en el procedimiento, excepto al
recurrente de amparo, para que en el plazo de diez dias puedan
com~recer ante este Tribunal. Cumplida dicha providencia, la
Sección acordó, por la de 19 de marzo de 1986, dar vista de las
actuaciones a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal por el plazo
común de veinte dias a fin de que presentaran las alegaciones que
estimaren pertinentes.

" An. S. El solicitante de amparo, en escrito de 5 de mayo, dio
. por reproducidos los hechos de la demanda, reiterando que la
. resolución recurrida le causó indefensión, seJÚn la doctrina sentada

. por este Tribunal y contenida en las SentencIas ya citadas, según las
cuales cabe entender que la interpretación de las normas procesales
ha de hacerse en forma acorde con el arto 24.1 de la Constitución
y por tanto no cabe otorgar efectos invalidatorios a.actos que
pudieron surtir sus efectos, aun cuando exista alguna irregularidad
técnica o procesal en los mismos.

Suplicó la nulidad del Auto recurrido con retroacción del
procedimiento al momento en que se tiene por personado y parte
en el recurso de apelación, debiendo continuarse por sus trámites
basta dictar Sentencia.

6. El Ministerio FJSCa1 interesó, en escrito de 15 de abril, la
estimación de la demanda de amparo con fundamento en las
si¡uientes razones, sucintamente expuestas:

El objeto del recurso de amparo lo constituye la presunta
violación del art. 24 de la Constitución, realizado por el Auto de la
Sala de lo Civil de la Audiencia de Valladolid, que deniC$" la
admisión del recurso de apelación, interpuesto contra Sentenclll del
Juzgado de Primera Instancia numo I de León de la misma capital.

El recurrente afirma que la denegación de la admisión Vll1nera
la «tutela judicial efectIVa» al interpretar con un exceSIVO e
innecesario rigor, el requisito de la exigencia de la firma del
Letrado, para la Interpostción del recurso de apelación, y en hase
~ esa intery>retación, denepr la admisión del citado proceso
lmpugnatono.

El Tribunal Constitucional ha señalado reiteradamente que las
formas y requisitos procesales cumplen un papel esencial en la
ordel18C1ón del proceso, sin que pueda dejarse al arbitrio de las
partes el cumplimiento de los requisitos procesales y que la
mterpretación de los requisitos formales deben ser realizados por
los Tribunales, de acuerdo con la finalidad de los mismos y siempre
de manera restrictiva, para no convertirlos en obstáculos~les
en forma contraria al esplritu y finalidad de la norma (Sentencia 3
de julio de 1985, Sala Primera).

El estudio de las causas de inadmisión es uno de los más
comprometidos y diIlci1es¡ l'8Ia cIetcrminar si una interpretación es
excesiva se requiere unjuIC10 sobre la propina ,norma y la finalidad
contemplada por el Legislador en el momento de dictarla. También
comporta una valoración de la interpretación rea1izada por los
Tribunales, que siempre es dellcil y con ~li¡ro de equivocación.

El arto 10 de la Ley de Enjuiciamxento Civil tiene como
finalidad evitar, para los supuestos que comprende, la comparecen·
cia en juicio sin asistencia letrada y lograr de esta forma que los
asuntos que por su naturaleza y diIlcultad hagan necesaria la
direoción de un técnico, la tengan; lograr la igualdad entre las partes

así como un principio de economía procesal eludiendo nulidades.
infracciones procesales e indeterminaciones en las pretensiones
objeto del proceso.

Lo 9ue pretende este articulo es que tod9s litiguen, con
asistenC18 letrada y corolario de esta exigencia. es la necesidad de
que, ante los Tribunales, se acredite dicha asistencia y para ello la
Ley establece la necesidad de que los escritos vayan fIrmados por
Letrado. Se identifica de este modo ante el órgano judicial a la
persona que asume la direceión letrada y se acredita la asistencia
1écnica exigida por la Ley.

No se puede afirmar que se ha inle'l'retado este articulo si sólo
se atiende a la materialidad del requisllo de la firma de Letrado.
Una lectura del artículo conduce a la conclusión antes señalada. La
firma de Letrado, es s610 medio de identificación de la persona que
asume la asistencia en derecho de la parte, pero no el único medio
de acreditar dicha asistencia. Si se logra acreditar la asistencia
letrada, atendiendo a las circunstancias que rodean al acto procesal
~ a través de ellas identificar la persona del Letrado, la falta de
finnar será una infracción procesal, pero sin relevancia para
provocar la sanción de nulidad que señala el arto 10 de la Ley de
Enjuiciamiento Ovil.

Quedamos en la contemplación del requisito de la firma
conSIderada en sí misma sería desconocer la finalidad del precepto.
Permaneceríamos en la superficie de la norma sin adentramos en
su contenido. Convertiríamos una causa legal de inadmisión al
despojarla de su razón de ser, en un simple obstáculo procesa1. La
interpretación no sería adecuada a la naturaleza de la norma.
Buscar la razón interna de los preceptos es interpretar, quedamos
en la superficie, es desconocer la ratio normae.

No podemos desconocer la constitucionalidad del precepto que,
para normas semejantes en el procedimiento laboral, ha sido
reconocida por el Tribunal Constitucional, en su Sentencia
57/1984, de 8 de mayo, pero la condiciona a una interpretación de
su propio ser y evita la conversión del requisito de la firma en un
obstáculo llI'OCesal artificial.

Para eno la Sentencia mencionada acude a las circunstancias
que rodean a la firma, para despojar a ésta de su valor formalista
y acudir al conjunto de actuaciones, de la 9ue es sólo una prueba.

Consta en los autos que la pane ha Sido asistida en todo el
procedimiento por Letrado gozando de la asistencia técnica del
mismo y por ello cuando se interpone el recurso de apelación a
través del Procurador, el Juez admite el recurso porque le consta,
de manera indubitada, que la misma está asistida por Letrado.

El Procurador del actor se persona ante la Sala y en la
penonación acredita con tK>der notarial su representación, así
como los nombres .de Jos útrados que han sido designados por
dicho actor y la interpOsición del recurso de súplica con asístencia
letrada coincide con uno de los Letrados que consta en el poder,
son datos o elementos que debieron llevar al Tribunal a interpretar
el precepto legal conforme a la doctrina del TC, afirmando la
existenC18 de una simple irregularidad formal, que no debía de
producir la aanción establecida en el precepto del arto lO, pero no
obstante esa posibilidad, la Sala interpretó dicha norma de manera
literal, fijándose sólo en el hecho de la falta de firma y especifi­
cando la falta de conexión entre los actos procesales anteriores y
posteriores que impedían apreciar la existencia de dirección técnica
en la interposición del recurso.

El Tribunal ha realizado una interpretación literal de la norma,
alejada de su finalidad y razón de ser como tal norma, alejada de
una reinterpretación del precepto 8 la luz de la Constitución por lo
que ha creado, con dicha interpretación enervante e innecesaria un
obstáculo procesal artificial, restringiendo de esta forma un derecho
constitucional y con dicha creación vulnera los efectos de la tutela
judicial, en sede de apelación. Tesis que este Ministerio Fiscal ha
venido manteniendo en forma reiterada en varios recursos.

7. El 24 de septiembre se dictó providencia señalando para
deliberación y votación del recurso el dia 10 de diciembre siguiente,
quedando concluida el 21 de enero en curso.

En la pieza separada de suspensión de la ejecución de la
resolución recurrida recayó Auto de 22 de enero de 1986 acordando
la suspensión solicitada, previa caución por cuantía de 1.100.000
pesetas.

n. FUNDAMENTOS JURIDICüS

l. En este recurso de amparo se trata de resolver si el Auto de
la Audiencia Territorial, que declara firme una Sentencia del Juez
de Primera Instancia por carecer de firma de Letrado el escrito de
interposición de la apelación, vulnera el derecho a la tutela judicial
efecltva garantizado por el art. 24.1 de la Constitución.

2. Numerosas Sentencias de este Tribunal, entre ellas las
19/19g3, de 14 de marzo, 61/1983, de 21 de julio, 57/1984, de 8 de
mayo, 70/1984, de 11 de junio~60/1985, de 6 de mayo, 36/1986,
de 12 de marzo, 87/1986, de .7 de junio y 117/1986, de 13 de
octubre constituyen \ln cuerpo de doctrina, se$ún el cual el derecbo
de acceso a los recunos legalmente establecIdos, integrado en la
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tutela judicial efectiva. impone a los Jueces y Tribunales que en el
control de los requisitos fonnales que condicionan la válida
interposición de los mismas utilicen criterioe interpretativos que
sean favorables a dicho acceso, evitando incumr en el rigor
formalista de limitarse a una aplicación automática y literal de los
preceptos legales, que conduzca a negar el recurso por una
irre8ularidad formal subsanable, sin dar oportunidad al interesado
de la posibilidad de proceder a su subsanación.

En el supuesto de autos, el Juez de Primera Instancia admite la
apelación interpuesta contra su Sentencia ~r el solicitante de
amparo, sin advertir que el escrito de interpoSlción carecía de firma
de Abogado, debido quizá, a la explicable razón de que para él era
notorio que dicha parte había intervenido en el proceso de
representación de Procurador y asistencia de Letrado; a pesar de
ello, la Audiencia Provincial, al comprobar por certificaci6n del
Secretario la citada omisión, declaró. sin más trámite, firme la
Sentencia apelada en aplicación de lo dispuesto en el art. la de la
Ley de Enjuiciamiento Civil, manteniendo esta decisión en el Auto
resolutorio del recurso de súplica con base en que la interposición
de la apelación es un acto autónomo. no vinculado por actuaciones
procesales anteriores y que la Sentencia de este Tribunal de 8 de
mayo de 1984 no era de aplicación por haber sido dictada en un
caso de connotaciones diferentes al de autos.

3. La tesis de las resoluciones impugnadas, que se acaba de
mencionar. no es aceptable y procede. en el presente caso, otorgar
el amparo solicitado, cualquera que sea la naturaleza procesal,
autónoma o no, del acto de interposición del recurso de apelación
y las diferencias que puedan existir eiltre el supuesto que ahora se
contempla y el que resolvió la citada Sentenclll S7/1984, de 8 de
mayo de dicho año.

Es cierto que el arto la de la Ley de Enjuiciamiento Civil,
aisladamente considerado, al preceptuar que no se podrá proveer a
nin8una solicitud que no lleve la firma del Abogado, fuera de los
casos expresamente exceptuados en el susodicho {"recepto legal,
pueden entenderse en el sentido de que determina la meficacia total
de los actos que no cumplan dicho requisito y, por consiguiente,
que permite negar efecto al escrito de interposición de un teCUTSQ
de apelación que adolece de tal defecto con la consecuencia de
declarar firme la Sentencia apelada. .

Sin embargo tal precepto ha de aplicarse en estrecha relación
con el arto 24.1 de la Constitución, que exige. según reiterada
doctrina de este TribunaL. que no se imponga una sanción
de!»proporcionada a una irregularidad procesal constitutiva de

3663- Sala Segunda. Recurso de amparo número 865/1985,
Sentencia núm. 4/1987, de 23 de enero de 1987.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Bogué Cantón, Presidenta, don Angel LatOrTe Segura,
don Fernando García-Mon y González-Regueral. don Carlos de la
Vega Benayas. don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo numo 86S/198S, interpuesto por el
Ministerio Fiscal contra Sentencias dictadas por la Magistratura de
Trabajo de Ciudad Real, el 14 de diciembre de 1984 y por la Sala
Quinta del Tribunal Central de Trabajo, el 2S de marzo de 1985,
resolviendo recurso de suplicación contra la primera, en autos
sobre impugnación de Convenio Colectivo.

Ha comparecido como parte la Red Nacional de los Ferrocarri·
les Españoles y ha sido ponente el Magistrado don Luis López
Guerra, quien ex.presa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

l. Con fecha 2 de octubre de 1985 tuvo entrada en este
Tribunal Constitucional escrito. de don Antonio López de la
Manzanara Morollón, compareciendo por sí y sin asistencia de
Letrado. en el que manifestaba que ante la imposibilidad de
encontrar Letrado 9ue se encargara de la presentación del "",urso
de amparo, que adjuntaba en otro escrito, y para no incurrir en
presentación fuera de plazo, que vencía el día 3 de octubre de 1985,
presentaba directamente dicho "",urso de amparo frente a la
Sentencia 141/198S del Tribunal Central de Trabl\io, notificada el
14 de septiembre de 1985, y que confirmaba la Sentencia 1216 de
la Magistratura de Ciudad Real, asi como frente a la Dirección
General de Trabajo, en cuanto omite presentar demanda de oficio

omisión subsanable, lo que en la actualidad se encuentra legal­
mente establecido en el an. 11.3 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial, de 1 de julio de 1985, que de conformidad con el principio
de tutela efectiva consagrado en dicho an. 24 de la Constitución,
sólo permite desestimar o rechazar por motivos formales las
pretensiones de las partes cuando el defecto fuese insubsanable o no
se subsane por el procedimiento establecido en las Leyes procesales
y, como bemos dicha en la Sentencia de 17 de diciembre de 1986,
el cilado precepto de la Ley Orgánica del Poder Judicial debe
entenderse aplicable no sólo a los defectos que en sentido esllieto
puedan considerarse formales. sino también a todos aquellos
defectos u omisiones que permitan 'subsanación o integración.
aunque sean portadores de un significado que pueda exceder del
puramente fonnal.

FALLO

En atencion a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD QUF. LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPANOLA .

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicilado por don Aquilino Rodriguez
Lorenzana y en su consecuencia:

l.0 Anular los autos de la Audiencia Territorial de Valladolid,
de 1I de septiembre y 22 de octubre de 1985, dictados en el ""'urso
de apelación nlÍmero S89/198S, interpuesto contra Sentencia del
Juzgado de Primera Instancia nlÍm. I de los de León.

2.0 Reconocer al "",urrente de amparo su de"",ho fundamen·
tal a la tutela judicial efectiva.

3.0 Retrotraer las actuaciones del citado recuno de apelación
al momento en que el Secretario dio cuenta a la Sala de la carencia
de firma de Letrado en el escrito de interposición al objeto de que
por dicha Sala se conceda al apelante el plazo de subsanación que
corresponda y, una vez cumplido, diete la resolución procedente.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Eslado.
Dada en Madrid a veintiuno de enero de mil novecientos ochenta

y siele.-Firmados: Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio
Uorente.-Luis Diez·Picazo y Punce de I.eón.-Antonio Truyol
Serra-Eugenio Dial Eimil-Miguel Rodriguez.Piñero y Bravo­
Ferrer.-Ante mí: Valeriana Palomino Marin.-Rubricados.. .

contra determinaclas cláusulas del Convenio Colectivo de la
Empresa ATCAR.

Entiende el compareciente que la actuación de los órganos
judiciales y de la Dirección General de Trabl\io violan el an. 14 de
la CE, pues no entran a conocer del fondo del asunto en que tal
infracción se da y el arto 24.1 de la CE, por no haber obtenido tutela
efectiva, a tenor de las resoluciones no de fondo de los órganos
judiciales, y por producirsele indefensión, dado que se niega
viabilidad al único procedimiento (art. 9O.S ET y 136 LPL) para
tutelar los intereses de los tramüadores que, como el actor. Insten
la nulidad de un Convenio, y el an. 37 CE por violar la fuerza
vinculante del Convenio de RENFE.

2. Por providencia de 23 de octubre de 1985, la entonces
Sección Segunda acordó tener por interpuesto recuno de amparo y
notificar al recurrente la existencia del motivo de inadmisión
subsanable de falta de postulación al no estar represenlado por
Procurador ni actuar bl\io la dirección de Letrado, concediéndole
plazo de diez dias para comparecer ante este Tribunal con la debida
postulación. Por escrito recibido el 11 de noviembre de 1985 el
recurrente manifestó que no le había sido posible encontrar
profesionales que se hicieran car¡o del asunto, solicitando la
admisión del recurso sin la exigencia de Letrado y Procurador,
confiando en que seria defendido tácitamente por el Ministerio
Fiscal.

3. Por providencia de 20 de noviembre de 1985 la Sección
acordó dar traslado del escrito referido al Ministerio Fiscal para
que manifestara si sostiene la acción que pretende entablar al cilado
recurrente. Por escrito de S de diciembre de 1985 el FIscal ante el
Tribunal Constitucional despachó el tránrite conferido expresando
que sostenía en princip'io la acción indicada por deducirse del
escrito inicial la ¡>osibilidad de vulneración de los derechos de
igualdad en la aplicación de la Ley Y de tutela judicial efectiva,
interesando de este Tribunal que se requiriera a. los órganos
judiciales intervinientes en el proceso previo para la remisión de
testimonio de las actuaciones· seguíclas ante los mismos y a la
Dirección General de Trabl\io para la remisión de las actuaciones
~clas ante ella y en la Dirección Provincial de Trabl\io de
Ciudad Real en relación con el Acta de Inspección sobre el


